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ANUNCIO de la Dirección General de Transportes,
sobre notificación de Resoluciones de recursos de alzada
y de los recursos extraordinarios de revisión recaídos
en expedientes sancionadores en materia de transportes.

Resueltos los recursos de alzada y los recursos extraor-
dinarios de revision interpuestos contra las Resoluciones dic-
tadas en los expedientes sancionadores incoados a las per-
sonas y entidades que se indican por infracción a los artículos
que se detallan de la Ley 16/87, de 30 de julio, de Ordenación

de los Transportes Terrestres (BOE de 31 de julio de 1987),
y dado que intentada la notificación en su domicilio, ésta no
ha podido practicarse, de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 59.4 y 60.2 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, se hace pública la noti-
ficación de la Resolución de los siguientes recursos de alzada
y de los recursos extraordinarios de revisión, cuyos corres-
pondientes expedientes obran en el Servicio de Inspección
y Sanciones de la Dirección General de Transportes (Maese
Rodrigo, 1, Sevilla).

Contra las citadas Resoluciones, que ponen fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses contados, a partir del día siguiente al de su notificación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
con competencia territorial, según se prevé en el art. 14 de la Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
de 13 de julio, o en su caso, ante la correspondiente Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, y con cumplimiento de los requisitos previstos en la mencionada Ley.

Sevilla, 17 de noviembre de 1999.- El Director General, Miguel Durbán Sánchez.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Huelva,
sobre la Orden de 4 de junio de 1999, por la que
se resuelve el recurso ordinario interpuesto contra la
resolución del expediente sancionador núm. 14/97.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y una vez intentada, sin efecto, la noti-
ficación al interesado de la Orden del Excmo. Sr. Consejero
de Agricultura y Pesca, de 4 de junio de 1999, a don Manuel

Ceada Aguilar se dispone su publicación, transcribiéndose a
continuación su texto íntegro:

«Orden de 4 de junio de 1999.
Visto el recurso ordinario interpuesto por doña Isabel Sosa

Lorenzo y don Manuel Ceada Aguilar, la primera como repre-
sentante legal de la sociedad Adamarti, S.L., con domicilio
social en C/ Lirios, s/n, de Isla Cristina, y el segundo con
domicilio en C/ 29 de Julio, núm. 11, de Isla Cristina (Huelva),
contra la Resolución de la Dirección General de Pesca, de
fecha 4 de marzo de 1998, recaída en el expediente san-
cionador núm. 14/97, instruido por infracción a la normativa
vigente en materia de pesca marítima en aguas interiores,
marisqueo y acuicultura vigente, se desprenden los siguientes
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ANTECEDENTES DE HECHO

1. En virtud de las Actas de Inspección núms. 323, 330,
1.106, 1.109 y 1.237 levantadas con fechas 22, 23, 24
y 25.5.95 y 14.6.95 por los funcionarios habilitados depen-
dientes de la Jefatura de Pesca de la Delegación Provincial
de la Consejería de Agricultura y Pesca de Huelva, se cons-
tataron los siguientes hechos:

Se encuentra a la mencionada embarcación faenando al
rastro remolcado sin autorización:

Día 22 de mayo de 1995, posición geográfica 37º11’1
N y 07º01’8 W.

Día 23 de mayo de 1995, posición geográfica 37º10’9
N y 7º2’5 W (zona de cría y engorde, comprendida entre
los meridianos de la Punta del Gato y el de la Luz Blanca
de Umbría).

Día 24 de mayo de 1995, posición geográfica 36º51’1
N y 6º26’7 W.

Día 25 de mayo de 1995, posición geográfica 36º57’6
N y 6º31’3 W.

Día 14 de junio de 1995, posición geográfica 36º52 N
y 6º27’7 W (zona comprendida entre los paralelos de Torre
Salabar y el de Bajo de Guía)

Interesada la valoración del buque, la Inspección depen-
diente de la Capitanía Marítima de Huelva la estimó en la
cantidad de doce millones de pesetas (12.000.000 de ptas.).

2. Por la Delegación Provincial de esta Consejería en Huel-
va se acuerda la incoación del oportuno expediente sancio-
nador y, tras los trámites subsiguientes legalmente estable-
cidos, recae Resolución del Director General de Pesca, fechada
el 4 de marzo de 1998, en la que se acuerda imponer a
Adamarti, S.L., como armador y don Manuel Ceada Aguilar,
como patrón de la mencionada embarcación, unas multas
en cuantía de cuatrocientas veinte mil pesetas (420.000 ptas.)
por cada una de las dos infracciones, lo que hace un total
de ochocientas cuarenta mil pesetas (840.000 ptas.), por
infracción de la normativa de Pesca Marítima, de la que res-
ponderán con carácter solidario.

3. Contra la referida Resolución, los interesados inter-
pusieron recurso ordinario, en el que, en síntesis, alegan lo
siguiente:

- Caducidad del procedimiento por haber superado el pla-
zo contemplado en el art. 20.4 del R.D. 1398/93, que regula
el Procedimiento de la Potestad Sancionadora.

- Vulneración del principio de presunción de inocencia,
reconocido en el artículo 24 de la Constitución española, al
declararse en la Resolución probados los hechos denunciados
sin que se haya ratificado por los funcionarios en fase de
prueba lo contenido en las actas de inspección. No teniendo,
pues, las denuncias de los funcionarios valor probatorio. Según
la aplicación que hizo la STC 18/1.81 de los principios que
rigen el ordenamiento Jurídico Penal al P. Sancionador admi-
nistrativo, únicamente se podrá interponer una sanción admi-
nistrativa cuando en el expediente haya existido una actividad
probatoria practicada con todas las garantías, correspondiendo
la carga de la prueba a Administración Sancionadora.

- Incorrecta forma de actuar de los inspectores, pues el
acta levantada desde el helicóptero no es notificada al inte-
resado, desconociendo éste tal eventualidad y por ello no puede
ser considerada como prueba de cargo suficiente.

Solicita se declare el sobreseimiento del acto adminis-
trativo impugnado por caducidad del procedimiento y por vul-
neración de presunción de inocencia.

A los precedentes hechos les son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Corresponde a esta Consejería de Agricultura y
Pesca la Resolución del presente recurso ordinario, en virtud
de lo dispuesto en el art. 114, en relación con el 107.1 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y el art. 39.8 de la Ley del Gobierno y
la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
de 21 de julio de 1983.

Segundo. Los recurrentes gozan de legitimación activa
para la interposición del recurso, en virtud de lo dispuesto
en los arts. 32 y 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre
citada, respectivamente.

Tercero. En la tramitación del expediente se han cumplido
todas las formalidades legales, y el recurso ha sido interpuesto
dentro del plazo legal establecido.

Cuarto. Examinadas las alegaciones que se formulan por
los recurrentes, en la interposición del recurso que se resuelve,
y del examen del acuerdo de iniciación del procedimiento,
Propuesta del Instructor, y Resolución de la Dirección General
de Pesca, de fecha 4 de marzo de 1998, aparecen suficien-
temente motivados los hechos imputados al recurrente y su
correcta tipificación jurídica.

Dichas alegaciones no son suficientes para desvirtuar las
imputaciones realizadas, puesto que en ningún momento ha
aportado o propuesto prueba alguna en su descargo que des-
virtúe la presunción de veracidad del acta de inspección, toda
vez que a tenor de lo que dispone el párrafo 3 del art. 137
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de RJAP-PAC, los
hechos constatados por funcionarios a los que se les reconoce
la condición de autoridad y que se formalicen en documento
público, observando los requisitos legales pertinentes, tendrán
valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa
de sus derechos o intereses puedan señalar o aportar los pro-
pios interesados.

Respecto a la vulneración del principio de presunción de
inocencia, ha sido debidamente rebatida en la fase de ins-
trucción, por lo que existe una remisión a la fundamentación
de la Resolución recurrida.

Por último, en la actuación inspectora no existe irregu-
laridad, pues es norma común en la actuación de la inspección
pesquera comunicar desde el helicóptero que la embarcación
está siendo inspeccionada y denunciada (normalmente por
megafonía). El acta se ve reforzada por un complejo reportaje
que delata la realidad de los hechos y unas exhaustiva carta
náutica que gracias al sistema G.P.S. utilizado clarifica la zona
de faena de la embarcación. Unido al informe de ratificación.

Reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo establece
que la presunción de veracidad y legalidad que acompaña
a toda obra de los órganos administrativos y de sus agentes,
es un principio que debe acatarse y defenderse tanto en vía
administrativa como contenciosa, ya que constituye esencial
garantía de una acción administrativa eficaz, sin que ello quiera
decir, en coordinación con el principio constitucional de pre-
sunción de inocencia, que los hechos denunciados por un
agente se consideran intangibles, ya que la realidad de los
mismos pueda quedar desvirtuada mediante la adecuada prue-
ba en contrario o por la ausencia de toda otra prueba, según
la naturaleza, circunstancias y cualidad de los hechos denun-
ciados (Sentencias del Tribunal Supremo de 5 de marzo de
1979 y 14 de diciembre de 1990).

Los hechos imputados, ciertos y probados, no desvirtua-
dos por los expedientados, son constitutivos de sendas infrac-



BOJA núm. 146Página núm. 16.232 Sevilla, 16 de diciembre 1999

ciones administrativas a lo dispuesto en el artículo 2.º de la
Orden de 19 de octubre de 1994, de la Consejería de Agri-
cultura y Pesca (BOJA núm. 178, de 9.11.94), y en el pun-
to 4.º, letras a) y b), de la Orden de 7 de mayo de 1987
(BOE núm. 119, de 19.5.87), tipificadas como grave en el
art. 4 de la Ley 53/82, de 13 de junio, sin que en ningún
caso pueda exceder la cuantía, con los incrementos previstos
en los apartados 2 y 3 del mismo art. 7, del 35% del valor
del buque, sus aparatos y pertrechos, según valoración oficial
de los mismos.

En cuanto a la alegación que hacen los interesados de
la caducidad del procedimiento sancionador, en relación a
la misma, hay que decir que en el Anexo II del Decreto
137/1993, de 7 de septiembre, por el que se dictan normas
relativas a los procedimientos administrativos de aplicación
en el ámbito de la Consejería, establece que el plazo máximo
para resolver los expedientes sancionadores en materia de pes-
ca es de un año.

Por su parte, el apartado 2 del artículo único del mismo
Decreto establece que los procedimientos relacionados en el
Anexo II, entre el que se encuentra el que nos ocupa, se
entenderán caducados en el plazo de treinta días desde el
vencimiento del plazo establecido para resolver.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta que el
Acuerdo de Iniciación se dictó el 17 de febrero de 1997 y
la Resolución recayó el 4 de marzo de 1998, no ha transcurrido
el plazo de un año y treinta días hábiles citado, por lo que
no puede entender caducado el procedimiento sancionador
seguido contra el recurrente.

En su virtud, vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común; el Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Regla-
mento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad San-
cionadora; Ley 53/82, de 13 de julio, de infracciones que
en materia de pesca marítima comentan los buques españoles,
cualquiera que sea el ámbito de su comisión y sanciones;
el Real Decreto 3490/1981, de 29 de diciembre, por el que
se transfieren a la Junta de Andalucía bienes y servicios de
la Administración del Estado en materia de pesca en Aguas
Interiores, Marisqueo y Acuicultura; el Decreto 35/87, de 11
de febrero; la normativa de la UE, y demás normativa con-
cordante y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso ordinario interpuesto por doña Isabel
Sosa Lorenzo y don Manuel Ceada Aguilar y, en consecuencia,
mantener en sus propios términos la Resolución de la Dirección
General de Pesca, de 4 de marzo de 1998, en el que se
acordó imponer a Adamarti, S.L., y a don Manuel Ceada Agui-
lar, con multa de ochocientas cuarenta mil pesetas (840.000
ptas.), de la que responderán los inculpados de forma solidaria,
por incumplimiento de la legislación vigente en materia de
Pesca Marítima.

Notifíquese la presente Orden al interesado en legal forma,
advirtiéndole que contra la misma, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso contencioso-administrativo
ante los órganos judiciales de este orden, en el plazo de dos
meses, contados desde el día siguiente al de la notificación,
de conformidad con lo establecido en el art. 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

El Consejero de Agricultura y Pesca. Fdo.: Paulino Plata
Cánovas».

Contra la Orden transcrita, que es definitiva en vía admi-
nistrativa, pueden los interesados interponer recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-

trativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, como
se indica al final de la misma.

Huelva, 5 de noviembre de 1999.- El Delegado, Domingo
Avila Fernández.

DIPUTACION PROVINCIAL DE HUELVA

ANUNCIO de bases.

BASES PARA LA PROVISION DE UNA PLAZA DE CAPATAZ,
VACANTE EN LA PLANTILLA DE FUNCIONARIOS DE LA

EXCMA. DIPUTACION PROVINCIAL DE HUELVA

1. Normas generales.
1.1. Objeto de las Bases y número de plazas. Es objeto

de las presentes Bases la provisión de la siguiente plaza:

Denominación: Capataz.
Número: Una.
Grupo: C.
Escala: Administración Especial.
Subescala: Técnica.
Clase:
Categoría, responsabilidad o especialización:
Código de identificación en la plantilla: 305005.
Título exigido: Bachiller Superior, F.P.2 o equivalente o

equiparado.
Sistema de acceso: Promoción interna.
Procedimiento: Concurso-oposición.
Edad de jubilación: 65 años.

1.2. Destino. La Excma. Diputación Provincial de Huelva
podrá destinar a sus funcionarios a puestos de trabajo de
servicios o dependencias situadas en cualquier localidad de
la provincia, cuando así se considere necesario o conveniente,
y de conformidad y por el procedimiento establecido en la
normativa vigente.

1.3. Derechos y deberes. Quien obtenga plaza tendrá los
derechos y deberes inherentes a la misma como Funcionario
de la Administración Local y los determinados con carácter
general o especial por el Régimen Jurídico Local.

1.4. Régimen jurídico aplicable. Las pruebas selectivas
que se convocan se regirán por las presentes Bases y por
las siguientes disposiciones legales:

- De aplicación general: Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común; Ley 30/1984, de
2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública;
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régi-
men Local; Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril,
aprobatorio del Texto Refundido de Disposiciones vigentes en
materia de Régimen Local.

- De aplicación específica: Real Decreto 896/1991, de
7 de junio, por el que se establecieron las reglas básicas y
los programas mínimos a que debe ajustarse el procedimiento
de selección de los funcionarios de Administración Local.

- De aplicación supletoria: Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, por el que se aprobó el Reglamento General
de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General
del Estado y de provisión.

- Asimismo, es de aplicación el Reglamento Interno de
Provisión de puestos de trabajo de la Excma. Diputación Pro-
vincial de Huelva.

1.5. Efectos vinculantes. Las Bases vinculan a la Admi-
nistración convocante, al Tribunal y a quienes participen en
las mismas.


